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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Accionante: 
 JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERA
Accionado:
 FISCALIA 14 SECCIONAL PEREIRA

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          DERECHO DE PETICIÓN / SE BRINDÓ RESPUESTA EN EL TRÀMITE DE TUTELA / HECHO SUPERADO / NIEGA.  Para la Sala, la Fiscal 14 Seccional sí respondió la petición elevada por el actor y allí le esgrimió las situaciones de índole administrativa que han conllevado a que no se haya podido adoptar una decisión como la que reclama, máxime cuando se observa que al parecer la persona indicada se encuentra fuera del país y que los dineros que al parecer fueron objeto de entrega se consignaron en un banco de Panamá, lo que per se, ya implica cierta dificultad para agilizar la referida investigación.

Por lo anterior, estima la Corporación que  al habérsele dado respuesta a lo solicitado por el actor, independientemente de que esta no haya consultado sus intereses y por ende no se haya accedido de forma positiva a lo pedido , ello conlleva predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional .
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 265
                                                   Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERA contra la Fiscalía 14 Seccional de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El señor GÓMEZ MÚNERA señala que en febrero 02 de 2018 presentó escrito ante la Fiscalía 14 Seccional de esta capital, con el fin de pedir información en relación con el proceso donde tanto él como la señora MÓNICA YANETH RUIZ figuran como denunciantes, por un delito de estafa, sin que se le hubiere dado respuesta dentro del término de ley.  

Pide en consecuencia la protección de su derecho de petición.

3.- CONTRADICTORIO
Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional a ese despacho fiscal, cuya titular manifestó que en marzo 12 de 2018 dio respuesta al reclamado elevado por el actor, por lo cual solicita que se despache de manera desfavorable su pretensión.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERA concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr que por parte de la entidad accionada se responda a la petición que les elevó, por medio de la cual pide la celeridad del proceso que allí y la evacuación de diversas actuaciones judiciales, entre ellas la incautación de una camioneta y un equino, sin que se le hubiere dado respuesta alguna, pese a que el término para ello se encontraba superado.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una contestación dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida
.  
Así mismo, la ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se vislumbra que le asistía razón al señor JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERO al instaurar la tutela, porque muy a pesar de haber radicado petición en febrero 02 de 2018, a la fecha de interposición de la tutela -marzo 07 de 2018- ninguna información había recibido.  Pese a lo antes anotado, y como así lo indicó la fiscal accionada, por parte de esa entidad ya se le dio respuesta al reclamo del actor, lo cual sucedió mediante oficio de marzo 12 de 2018
, el cual le fue enviado por correo certificado a la dirección por él reportada -Carrera 16Bis Nro. 25-03 Apto. 305 de Pereira- y no obstante que dicho envío no ha sido entregado, por parte de dicha Fiscalía se optó por enviarle la referida comunicación al correo electrónico suministrado por el actor, esto es jomago10@hotmail.com, del cual se le dio igualmente traslado a esta Corporación, y el que en efecto recibió el accionante, como así lo confirmó vía telefónica
, aunque el mismo no está conforme con lo que le fue respondido.
Y es que si bien el actor lo que pide es que por parte de la fiscalía se dé celeridad a la denuncia penal que allí se tramita, considera la Sala que la justificación esgrimida por la titular de la Fiscalía 14, en lo atinente al cambio continuo de fiscales y la alta congestión en la carga laboral -680 casos-, lo cual permite establecer que la funcionaria judicial expuso unas causas objetivas que le han imposibilitado adoptar decisiones de fondo en el respetivo asunto, o por lo menos aquellas más trascendentales que ha reclamado el actor, atinente a la incautación de una camioneta y de un caballo.

Así mismo fue enfática en indicarle que dispuso por intermedio de uno de los investigadores asignado a ese despacho la práctica de diversas diligencias, las que una vez evacuadas le permitirán establecer si  acude ante Juez de Control de Garantías para que ordene las medidas de índole patrimonial que exige el accionante, sin dejar de lado, como igualmente así se lo expresó, que el mismo denunciante, por intermedio de su apoderado bien podría acudir ante el Juez con función de control de garantías para obtener la suspensión del poder dispositivo de los bienes que puedan ser sujetos de tal medida, o incluso, de así considerarlo, solicitar la conversión de la acción penal pública en privada, acorde con lo reglado en la Ley 1826 de 2017.

Para la Sala, la Fiscal 14 Seccional sí respondió la petición elevada por el actor y allí le esgrimió las situaciones de índole administrativa que han conllevado a que no se haya podido adoptar una decisión como la que reclama, máxime cuando se observa que al parecer la persona indicada se encuentra fuera del país y que los dineros que al parecer fueron objeto de entrega se consignaron en un banco de Panamá, lo que per se, ya implica cierta dificultad para agilizar la referida investigación.
Por lo anterior, estima la Corporación que  al habérsele dado respuesta a lo solicitado por el actor, independientemente de que esta no haya consultado sus intereses y por ende no se haya accedido de forma positiva a lo pedido
, ello conlleva predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.
En conclusión, como quiera que ya se dio respuesta a la solicitud presentada por el señor JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERA, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.

No obstante lo anterior, de considerar el actor que por parte de la Fiscal 14 Seccional se ha dilatado injustamente el trámite de su denuncia y dejado vencer términos, podrá hacer uso de los mecanismos ordinarios que el ordenamiento jurídico prevé, como lo sería la recusación a que alude el numeral 7°, artículo 56 C.P.P., con la finalidad de que la misma sea removida del caso y que otro funcionario adopte las determinaciones que en derecho corresponda; así mismo podrá incluso solicitar a la Dirección Seccional de Fiscalía que se adelante una vigilancia de índole administrativa sobre el asunto, o acudir a la acción disciplinaria, si lo considera pertinente. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la protección del derecho de petición reclamado por el señor JOSÉ MARIO GÓMEZ MÚNERA al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-043 de 2009.


� Ver folios del 13 al 16.


� Ver folio 19.


� La corte en Sentencia T-146 de 2012, señaló: “El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante…”


� Véase entre otras, la sentencia T-727 de 2010.
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